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ACTA DE COMITÉ DE CONCILIACIÓN No. 033
Fecha: 

31 de Agosto   de 2011

Hora: 
 

7:30 A.M. 

ASISTENTES:
Doctor JOSE J. DOMINGUEZ GIRALDO  




Secretario Privado  

            
Presidente Comité de Conciliación  
            
Doctor   RAFAEL LOPEZ HOYOS  

                        
Secretario de Servicios Administrativos 




Doctora LUZ ADRIANA GOMEZ OCAMPO




Secretaria Jurídica 


                      
  Doctora MARIA VICTORIA GIRALDO LONDOÑO


                        Secretaria de Hacienda


                        Doctora JUAN MANUEL VALENCIA ARIAS


                        Secretario de Infraestructura



                        Doctora YUDI FRANCES RAMIREZ GIRALDO

                        Secretaria Técnica Comité de Conciliación
 Doctora OLGA LUCIA ZULUAGA ALZATE


                        Asesora Oficina  Control Interno 

ORDEN DEL DIA

1- Verificación del Quórum

2- Temas a tratar:
Para el día 01 de Septiembre de 2011, se fijó fecha para audiencia del Art. 66 de la Ley 1395 de 2010, en proceso de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Radicado No. 2010-818, Demandante MARIA ELISA BEJARANO DE GUZMAN, Demandado DEPARTAMENTO DEL QUINDIO.

3- Proposiciones y varios.
DESARROLLO DEL ORDEN DEL DÍA
1- Se verifica que existe Quórum para deliberar y decidir; preside la reunión el Doctor JOSE J. DOMINGUEZ Secretario Privado  y Presidente del Comité de Conciliación.  

2- Temas a tratar:
Para el día 01 de Septiembre de 2011, se fijó fecha para audiencia del Art. 66 de la Ley 1395 de 2010, en proceso de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Radicado No. 2010-818, Demandante MARIA ELISA BEJARANO DE GUZMAN, Demandado DEPARTAMENTO DEL QUINDIO.

Mediante el Derecho de Petición presentado el día 3 de febrero de 2010, a la Gobernación del Quindío, solicitó que se le reconozca, liquide y cancele en forma inmediata el reajuste pensional contemplado en el Decreto 2108 de 1992, y demás reajustes legales que no se le hayan reconocido, por concepto de la pensión de jubilación vitalicia, más los intereses e indexaciones, acogiéndose a la Sentencia, del 11 de Diciembre de 1997, proferida por el Honorable Consejo de Estado – Exp. 15.723 del cual le suprimió a la Ley  la expresión “de Carácter Nacional”, quedando amparados sin excepción alguna todos los jubilados, al reajuste otorgado por la Ley 6ª de 1992, Art. 116 y su Decreto reglamentario 2108 de 1992 y al fallo de la Honorable Corte Constitucional Sentencia C-531 del 20 de Noviembre de 1995, que ordena el reajuste para todos los pensionaos sin discriminación alguna y que es una situación Constitucional consolidada que goza de la protección del Estado.
Por correo el Director de Talento Humano de la Gobernación del Quindío  envía por correo la respuesta a un derecho de petición, donde le niega al actor la solicitud de reajuste pensional contemplado en el Decreto 2108 de 1992, argumentando que solo cabe dicho reconocimiento para los pensionados del orden Nacional.

El apoderado de la parte demandante, manifiesta que su clienta es una de las jubiladas del Ente Territorial, quien es beneficiaria de la pensión antes del 1º de enero de 1989, y no le ha sido reajustada su pensión acorde con lo establecido en el decreto 2108 de 1992, el cual entro a regir a partir del 1º de enero de 1993 y así consecutivamente, que el Departamento del Quindío, debió establecer en su presupuesto los recursos necesarios para dar cumplimiento a la Ley y su omisión no es excusa para perjudicar a los pensionados a quienes se les concedió este reajuste pensional desde hace mas de 17 años.

Que el no reconocimiento del reajuste de la pensión vulnera normas constitucionales y legales, quedando agotada la vía gubernativa con la expedición del acto acusado, por cuanto el ente Territorial no concedió recurso alguno.          
Con fundamento en los hechos que expone la parte demandante, previos los tramites del Proceso Contencioso Administrativo, consagrado en el Articulo XXIV, Arts. 206 y ss. del C. C. A.  promueve  Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, para lo cual solicito que se hagan las siguientes o similares declaraciones y condenas:

Que se declare la nulidad del Acto Administrativo contenido en el oficio FT 00111-2010 del 3 de marzo de 2010, expedido por el Director de Talento Humano de la Gobernación del Quindío, acto por medio del cual le negó al actor su reajuste pensional contemplado en el Articulo 116 de la ley 6ª de 1992 y su Decreto reglamentario 2108 de 1992.

Como consecuencia de lo anterior y a titulo de restablecimiento del derecho, la entidad demandada deberá ordenar el reconocimiento y pago de los reajustes a la pensión de jubilación reconocida a la demandante, de acuerdo con la ley 6ª de 1992, y su Decreto Reglamentario 2108 del mismo año, en el porcentaje que le corresponde y según las características especiales a su situación.

La liquidación de las anteriores condenas deberá efectuarse mediante sumas liquidadas de moneda de curso legal colombiana, y se ajustaran dichas condenas tomando como base el índice de precios al consumidor, o al por mayor, conforme a lo dispuesto por el artículo 178 del C. C. A.

Para el cumplimiento de la sentencia, se ordenará dar aplicación a los artículos 176 y 177 del C. C. A.          

RAZONES DE LA DEFENSA DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO:

Es importante precisar que aunque se declaró la inaplicabilidad de la expresión del orden nacional del Decreto 2108 de 1992, siguió en  vigor la restricción del reajuste al orden nacional del artículo 116 de la Ley 6 de 1992.

Al respecto la Corte Constitucional se ha pronunciado reiteradamente en el sentido que estos reajustes son para las pensiones del sector público nacional y no para pensionados de otros órdenes; como el caso de las sentencias C-1336 del 2000, actor Leonardo Zabala López, Magistrado Ponente Álvaro Tafur Galvis; C-409 de 1994; C-009 de 1996, actor Nelson González Guete. Magistrado Ponente Hernando Herrera Vergara; C-531 de 1995.

A su vez el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, como interviniente en la Sentencia C-531 de 1995 señaló que el reajuste de pensiones de la Ley 6 de 1992 no se consideró conveniente para los servidores públicos de las entidades territoriales, para no crear una erogación adicional a los presupuestos departamentales y municipales.

Es claro  que para la Corte Constitucional, el reajuste del artículo 116 de la Ley 6 de 1992 declarado inexequible, era aplicable solamente para las pensiones del orden nacional; al unísono  el Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, asumió la misma interpretación de la Corte Constitucional, en expediente No. 41267/1262/98, actor José Eulises Acosta, septiembre 10 de 1998, decidiendo confirmar la sentencia apelada que negaba el reajuste del artículo 116 de la Ley 6 de 1992 y su Decreto reglamentario, a empleados de la Caja de Previsión Social de Bogotá.

En expediente No. 11636 del 11 de junio de 1998, magistrado ponente Nicolás Pájaro, donde se declaró la nulidad del numeral 1° del Decreto 2108 de 1992, se afirmó que fue la ley reglamentaria la que restringió sus alcances a las pensiones de jubilación del sector público nacional, y en tales condiciones el Gobierno Nacional al expedir el Decreto reglamentario no podía disponer algo diferente, tratando de ampliar su campo de aplicación a las pensiones de los órdenes Municipal y Departamental porque ello hubiera sido violatorio de la competencia reglamentaria establecida en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política.

Mediante consulta formulada por el Ministro de Minas y Energía, radicación 503 de marzo 19 de 1993, el Consejo de Estado señaló que el artículo 116 de la Ley 6 de 1992 ordena un ajuste para las pensiones del sector público nacional que se hayan reconocido con anterioridad al 1° de enero de 1989; deduciendo que el legislador se refiere al reajuste de los jubilados de todas las entidades que tengan el carácter de oficial o público, como los ministerios, departamentos     administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y empresas industriales y comerciales del Estado.

Sumado a lo anterior  el Tribunal Administrativo de Cundinamarca se ha pronunciado en este sentido en los fallos del 20 de febrero del 2001, expediente No. 41262 y del 26 de febrero de 1998, expediente 41255, siendo inaplicable la excepción de inconstitucionalidad porque con ésta  se vienen aplicando reajustes a sectores de pensionados no contemplados en la norma declarada inexequible.

En ese mismo orden de ideas,  la Corte Constitucional, en la Sentencia C- 067 de 1999, al analizar el tema de la igualdad frente a los reajustes pensiónales dijo que no existe vulneración al principio de igualdad cuando se establecen diferencias en el trato que imponen la necesidad de distinguir situaciones para otorgarles tratamientos distintos; no se generan diferencias entre grupos de pensionados porque existe una justificación objetiva y razonable que permite comprender el trato distinto basado en diversos regímenes y en principio la Ley no está obligada a establecer un reajuste uniforme para todos los pensionados, además estos tienen derecho a que se reajuste su pensión en la cuantía que determine la Ley y no hay derechos adquiridos sobre el factor o porcentaje en que se deben incrementar las pensiones, sino meras expectativas.

A más de lo anterior uno de los requisitos para tener derecho al reajuste de la Ley 6 de 1992 y su Decreto Reglamentario 2108 es que se trate de pensión de jubilación del orden nacional y no está demostrado que la pensión del actor lo sea.

Así las cosas de las transcripciones anteriores se concluye, que en lo referente a reajuste que trata la Ley 6a de 1992 y su Decreto Reglamentario 2108 del mismo año habían establecido un reajuste dirigido a los pensionados del orden nacional que para la época de la vigencia de la norma, hubieran reunido los requisitos exigidos para tal efecto. 

Además, al haberse declarado por la Corte Constitucional la inexequibilidad del artículo 116 de la Ley 6a de 1992 y del Decreto Reglamentario 2108 del mismo año, no podía la entidad realizar ajustes pensiónales diferentes a los otorgados en debida forma; es decir, en armonía con lo dispuesto en la Ley 71 de 1988 y en la Ley 100 de 1993,  por cuanto atendiéndose a los textos de las normas declaradas inexequibles no le eran aplicables, tal como lo señaló la H. Corte Suprema de Justicia en sentencia del 17 de julio de 2002, Radicación No. 18189, según la cual: "De todos modos, no está por demás señalar que de concluirse acerca de la aplicabilidad de tales preceptoras, ellos únicamente lo serían respecto de pensiones del orden Nacional, pues así está dispuesto en sus textos, de tal manera que habría que descartar su extensión a los pensionados del ámbito Departamental y Municipal, como es el caso de los demandantes, ello sin perder de vista que tales normas fueron declaradas inconstitucionales por sentencia C-531 de la Corte Constitucional, que desde luego no permite entonces su legal aplicación.".

No se accedió al reajuste pensional por el hecho de no cumplir con los requisitos exigidos por la Ley 6a de 1992 y su Decreto Reglamentario 2108 del mismo año, que para la época de la vigencia de la norma, era titular de una prestación del orden departamental y no nacional, indicando que las normas que amparaban dicho reajuste habían desaparecido del ámbito jurídico siendo imposible su aplicación. Además, el artículo 116 de la precitada Ley había sido declarado inexequible por la Corte Constitucional y el Decreto Reglamentario 2108 de 1992 había sido declarado nulo por el Consejo de Estado, haciéndose imposible su aplicación, ni siquiera por analogía, en aras de darle cumplimiento al derecho fundamental de la igualdad. 

Así las cosas no se puede hacer extensivo tales incrementos a otros niveles territoriales, puesto que de hacerse así se desbordaría el querer del legislador y siendo claro el tenor de la ley, no es dable al intérprete darle unos alcances distintos o hacerle producir efectos en ámbitos diferentes. Por contera, la disposición base de la reclamación  presentada ha salido del mundo jurídico y en tal virtud, tal y como lo ha dispuesto el Decreto 111/96, Estatuto Orgánico de Presupuesto, es un imposible jurídico autorizar por un representante legal de un Ente Territorial la ordenación de un gasto sin soporte legal alguno.  

Por lo expuesto el Comité de Conciliación de la Gobernación del Quindío decide que no es procedente conciliar con el demandante.
  3- No hubo proposiciones y varios. 

Se agota el orden  del día y se firma,

JOSE J. DOMINGUEZ GIRALDO 
Secretario Privado 

Presidente del Comité de Conciliación



YUDI FRANCES RAMÍREZ GIRALDO

Secretaria Técnica Comité de Conciliación 

Reviso: Dra. Luz Adriana Gómez Ocampo 
Elaboro: Dra. Yudi Francés Ramírez Giraldo

